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I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a estudiar si en el presente asunto hay lugar a proferir 

sentencia anticipada, conforme con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 

2080 de 2021. por medio de la cual se reforma el código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo -ley 1437 de 2011- y se 

dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 

tramitan ante la jurisdicción 
 

II. ANTECEDENTES  

 

➢ SENTENCIA ANTICIPADA EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  

  

En los procesos contenciosos administrativos, se tiene previsto de acuerdo 

con lo dispuesto recientemente en la en el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, 

lo siguiente:  

 
 

 Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

 b) Cuando no haya que practicar pruebas;  



c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 

inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

 Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.  

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada 

con base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario 

realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto 

en los artículos 179 y 180 de este código 

 

 

➢ EXCEPCIONES PREVIAS  
 

NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, propuso la siguiente excepción previa 

 

• INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO 

 

Mediante escrito de contestación la entidad demandada propuso la excepción 

que denominó “INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO”, 

solicitando llamar  a la PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, MINISTRO DE 

HACIENDA y al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN 

PÚBLICA, con fundamento en que el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de 

mayo de 1992, mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el 

régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, entre estos los de 

la Rama Judicial manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, 

que la potestad para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los 

servidores públicos radica única y exclusivamente en el Gobierno Nacional, 

es decir que es éste, basado en la Constitución y la Ley, es quien determina 

dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte funcional en este 

proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del 

Poder Público - Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre 

estos actos administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, 

una función ejecutora, de acatamiento y de aplicación frente a los servidores 

judiciales destinatarios de los pagos de salarios y prestaciones sociales en los 

términos y valores establecidos de manera anual en cada tabla de salarios. 

Por lo dicho se estima que la defensa de legalidad de estos actos hoy 

demandados está en cabeza del ejecutivo. 

 



 

 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO: 

 

El artículo 61 del Código General del Proceso consagra la figura procesal el 

litisconsorcio necesario en los siguientes términos: 

 

“Artículo 61. Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. 

Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los 

cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de 

manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia 

de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en 

dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra 

todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, 

ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el 

contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos 

para el demandado. 

 

(…).” (Subraya el Conjuez). 

 

Por su parte, el Consejo de Estado ha definido dicha figura en los siguientes 

términos1:  

 

“… Ahora bien, en cuanto concierne al litisconsorcio necesario, debe 

precisarse que corresponde a aquellos eventos en los cuales la presencia de 

un tercero se torna imprescindible en el proceso, en tanto la decisión a 

adoptar en la sentencia, indefectiblemente requiere de la concurrencia del 

mismo, so pena de desconocer su derecho de defensa, de contradicción y al 

debido proceso; en tanto la discusión del derecho sustancial que se debate 

lo afecta de manera directa, independientemente del extremo procesal en 

que se encuentre. Se trata, por lo tanto, de la vinculación de un tercero al 

proceso para que asuma, propiamente, la condición de parte en la relación 

jurídica. 

 

Como se aprecia, el fundamento y la necesidad de decretar la integración 

del litisconsorcio necesario, radica en la exigencia que proyecta el derecho 

material sobre el procesal, a efectos de que la decisión judicial respectiva 

comprenda o abarque a todas las personas que hacen parte de la relación 

jurídica sustancial, de tal forma que la validez de la sentencia, al margen 

del sentido de la misma, no se vea afectada por la ausencia de alguien 

cuya comparecencia al proceso resultaba imperiosa a la luz del 

ordenamiento jurídico …” (Subraya el Despacho). 

 
                     
1 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera. Sentencia del doce (12) de mayo de dos 

mil diez (2010). Radicación número: 66001-23-31-000-2009-00003-01(38.010). C.P. Enrique Gil Botero. 



Con fundamento en las normas y pronunciamiento transcrito, se advierte que 

la figura del litisconsorio necesario, se presenta en aquellos casos en los que la 

presencia de un tercero en el proceso se torna ineludible e indispensable para 

adoptar una decisión de fondo. 

 

En el caso que ocupa la atención del suscrito Conjuez, se ha solicitado la 

comparecencia de la Nación- Presidencia de la República, Nación- Ministerio 

de Hacienda y a la Nación- Departamento Administrativo de la Función 

Pública, bajo el argumento que la Ley 4ª de 1992, autoriza al Gobierno 

Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados 

públicos, entre estos los de la rama judicial.  

 

Sin embargo, este sólo hecho no es suficiente para considerar que su 

presencia se torna necesaria en el trámite del  presente medio de control, en 

tanto, la imputación de responsabilidad se encuentra encaminada 

exclusivamente hacia la Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, quien cuenta con autonomía presupuestal y 

administrativa para efectos de asumir una eventual condena en relación con 

el reconocimiento de la Bonificación Judicial como factor salarial y los efectos 

sobre la liquidación de las prestaciones sociales y salariales del demandante. 

 

Por lo anterior, se declara NO FUNDADA la excepción de “INTEGRACIÓN 

DE LITIS CONSORCIO NECESARIO” propuesta por la Nación – Rama 

Judicial – Dirección de Ejecutiva de Administración Judicial. 

 

Finalmente, con relación a la excepción denominada “prescripción” dado su 

carácter de mixta será resuelta en la sentencia que ponga fin a esta 

controversia.  

 

De acuerdo con lo anterior, teniendo en cuenta que no existen excepciones 

previas por resolver, procederá esta célula judicial a fijar el litigio, incorporar 

las pruebas aportadas en el proceso y posteriormente correr traslado de 

alegatos. 

 

2.1 FIJACIÓN DE LITIGIO 

 

De acuerdo con lo preceptuado en el numeral 7º del artículo 180 y 182 A2 de 

la Ley 1437 de 2011, teniendo en cuenta la demanda, la no contestación de la 

demanda y con base en el material documental obrante en el proceso, se fijará 

el litigio en función exclusivamente de los hechos propiamente dichos y 

jurídicamente relevantes, descritos en el libelo demandador, al igual que 

atendiendo al material documental que ya reposa en el plenario, en los 

siguientes términos: 
                     
2 Adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 



 

 

Establecer la legalidad de las resoluciones DESAJMAR19-1571 del 14 de 

noviembre de 2019, y DESAJMAR19-1702 del 23 de diciembre de 2019, 

mediante las cuales se resolvió derecho de petición negando el derecho 

solicitado en la reclamación administrativa, y el recurso de reposición 

respectivamente, además del acto administrativo ficto que se configuró con el 

silencio administrativo negativo generado al no resolver el recurso de 

apelación expedidas por el Director Ejecutivo Seccional de Administración 

Judicial y como consecuencia de lo anterior se le reconozca y como factor 

salarial para todos los efectos legales respecto a la bonificación judicial 

semestral que debe hacer parte de los demás factores prestacionales como 

vacaciones, prima de vacaciones, cesantías, intereses a las cesantías, prima de 

navidad, prima de productividad, prima de servicios, bonificación por 

servicios prestados, auxilios y demás prestaciones causadas o que se llegaren 

a causar con posterioridad, liquidadas todas en atención al salario y prima 

judicial que es de carácter permanente y las demás prestaciones que se 

paguen debidamente indexada. 

 

En sentido contrario, se verificará si como lo plantea la NACIÓN – RAMA 

JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

las pretensiones carecen de sustento fáctico y jurídico necesario para que las 

mismas prosperen, 

 

Por expreso mandato legal la Bonificación de Actividad Judicial, establecida 

por el Gobierno Nacional para jueces y fiscales, constituye factor salarial para 

efectos de determinar el ingreso base de la cotización al Sistema General de 

Pensiones y para establecer el monto de la cotización al Sistema General de 

Seguridad Social en Salud de dichos servidores, y sólo a partir del 1 de enero 

de 2009, más no para liquidar sus prestaciones sociales como lo pretenden los 

demandantes. 

 

Por lo expuesto en precedencia y apegado al principio de legalidad, se 

considera que no es viable acceder a esta pretensión, atendiendo a lo 

establecido en los preceptos consignados en la norma que creó la 

BONIFICACIÓN DE ACTIVIDAD JUDICIAL, y en los que posteriormente la 

modificaron, disposiciones en las que expresamente, como ya se explicó, se 

ordenó que a partir del 1º de enero de 2009, la mencionada bonificación 

constituye factor salarial, pero únicamente para efectos de determinar el 

ingreso base de cotización al Sistema General de Pensiones y para establecer 

el monto de la cotización al Sistema General de Seguridad Social en Salud, de 

los servidores beneficiarios de dicho derecho, más no para la liquidación de 

sus prestaciones sociales, razón por la que es posible afirmar con total 

seguridad, que la Dirección Seccional de la Rama Judicial, como agente del 

Estado y custodio del principio de legalidad, ha aplicado correctamente el 



contenido de la norma y ha reconocido y pagado las prestaciones sociales a 

los Jueces de la República, entre ellos al aquí convocante, sin incluir en la 

liquidación de las mismas la doceava parte de dicha Bonificación, en total 

acatamiento al tenor literal de la normatividad citada en párrafos anteriores. 

 

2.3. PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

En el presente asunto deben resolverse los siguientes problemas jurídicos: 

 

¿Tienen derecho la parte demandante al reconocimiento de la bonificación judicial 

semestral contenida en el artículo 1º del decreto 3131 de 2005, como factor salarial? 

 

En caso afirmativo  

 

¿Deben reliquidarse la totalidad de factores salariales y prestacionales que devenga la 

demandante? 

 

En caso de acceder a las pretensiones ¿Se configuró la prescripción trienal del derecho 

reconocido? 

 

Lo anterior sin perjuicio de que al momento de emitir sentencia se pueda 

abordar otros problemas jurídicos relevantes para la decisión del asunto 

planteado. 

 

DECRETO DE PRUEBAS.  

 

Teniendo en cuenta que los documentos obrantes en el proceso son 

suficientes para decidir de fondo el presente asunto, se procederá a 

incorporar las pruebas allegadas al proceso. 

 

I. PRUEBAS PARTE DEMANDANTE 

 

1.1 DOCUMENTAL  

 

Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de litigio. (Doc. 003 al 

009 del E.D) 

 

No hizo solicitud especial de práctica de pruebas  

 

2.  PRUEBAS PARTE DEMANDADA  

 

NACIÓN- RAMA JUDICIAL- DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

 



Se decreta como prueba el material documental acompañado con la 

contestación de la demanda, siempre que verse sobre los puntos materia de 

litigio. (Doc. 023 a 024 del E.D) 

 

No presentó petición especial de pruebas.  
 

 TRASLADO DE ALEGATOS 

 

Teniendo en cuenta que el material documental obrante en el expediente 

resulta suficiente para resolver de fondo la presente controversia y no 

habiendo solicitud de pruebas por decretar, toda vez que se trata de un 

asunto de puro derecho, procede este Despacho a emitir sentencia anticipada 

conforme con lo dispuesto en 42 de la Ley 2080 de 2021, previo TRASLADO 

A LAS PARTES POR EL TÉRMINO DE (DIEZ) 10 DÍAS para que presenten 

sus ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. En el mismo término podrá el 

Ministerio Público presentar concepto, si a bien lo tiene. 
 

Se reconoce personería al abogado JULIÁN AUGUSTO GONZÁLEZ 

JARAMILLO identificado con C.C. 5.090.072 y T.P. 116.301 del C.S. de la 

como apoderado de la NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL. 
 

 

Finalmente, se insta a las partes, para que los memoriales que se deseen 

incorporar al expediente, sean remitidos al Despacho a través del correo 

electrónico del Juzgado (admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co) en formato 

PDF, previo cumplimiento del deber establecido en el artículo 78 numeral 14 

del CGP y artículo 3 del decreto 806 de 2020, relativo al envío a través de 

canales digitales de un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones a los 

demás sujetos procesales, simultáneamente, con copia incorporada al mensaje 

enviado a la autoridad judicial. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 
YORLY XIOMARA GAMBOA CASTAÑO 

CONJUEZ  

 

 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES  
 

La anterior providencia se notificó a las partes por 
ESTADO Nº 029, hoy 21/02/2022 a las 8:00 a.m. 

 
 

________________________________ 
BEATRIZ HELENA CARDONA A. 

SECRETARIA 
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